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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando Garcra-Mon y González-Regueral. don Rafael

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho del demandante a la tutela
judicial efectiva. sin indefensión.

2.° Restablecerle en el mismo y. en consecuencia.
declararla nulidad del Auto de 19 de junio de 1995
y de la providencia de 24 de julio de ese mismo año.
ambos de la Sección Decimosegunda de la Audiencia
Provincial de Barcelona. en lo relativo al Procurador de
los Tribunales demandante en amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticuatro de febrero de mil nove­
cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendi­

. zábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Tomás S.
Vives Antón.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 33/1997. de 24
de febrero de 1997. Recurso de amparo núm.
3.988/1995. Contra dilaciones padecidas por
la inactividad del Juzgado de Primera Instan­
cia núm. 1 de Arenys de Mar enjuicio decla­
rativo de menor cuantía. Vulneración del dere­
cho a un proceso sin dilaciones. Voto par­
ticular.

6811

guiar relevancia el deber de los órganos judiciales de
posibilitarlo. De modo que sólo la incomparecencia en
el proceso o en el recurso debida a la voluntad expresa
o tácita de la parte o a su negligencia podrra justificar
una resolución sin haber oído sus alegaciones y exa­
minado sus pruebas. De ahí que la defensa contradictoria
representa una exigencia ineludible para que las ga­
rantías constitucionales del proceso resulten aseguradas
por el órgano judicial (SSTC 109/1993. 78/1993.
105/1993. 202/1993. 155/1995 y 80/1996. entre
otras). Y se vulnera' el derecho a la tutela efectiva del
arto 24.1 C.E.• produciendo indefensión. cuando el sujeto.
sin haber tenido oportunidad de alegar y probar sus dere­
chos en el proceso. los ve finalmente afectados por la
resolución recaída en el mismo.

3. Son aplicables a este caso dichas consideracio­
nes y debe. por tanto. determinar la estimación de la
demanda de amparo. puesto que al recurrente. que había
actuado como Procurador en el proceso de quiebra y
en el incidente que determinó la condena en costas de
los contrarios. cuyos honorarios. por consiguiente.
habran sido incluidos en la tasación de costas. le fueron
afectados éstos por la reducción de la cuantía base del
incidente acordada por el Tribunal. sin haberle oído res­
pecto de esa cuestión sobre la que indudablemente tenía
interés legrtimo por su carácter de profesional intervi­
niente en el proceso.

Es evidente. pues. que se produjo en su perjuicio la
indefensión que prohíbe el arto 24.1 C.E. y debe ser reco­
nocida tal lesión y restablecerle en su derecho.

teu & Mateu. S. A.n. y otros. manifiesta su conformidad
con los hechos y fundamentos del recurso de amparo.

9. El Ministerio Fiscal. por escrito presentado en
este Tribunal el 2 de abril de 1996. interesa se estime
el recurso de amparo por vulneración del derecho fun­
damental a la prueba consagrado en el arto 24.1 de
la C.E. por virtud de las alegaciones que siguen.

El actor no intervino en el proceso de impugnación
de los honorarios por excesivos regulado en los
arts. 427 y 428 de la L.E.C. En este supuesto concreto.
sólo fueron oídos los Letrados respecto a la impugnación
de sus honorarios y emitió dictamen el Colegio de Abo­
gados'. El órgano judicial consideró que los honorarios
eran excesivos y por Auto modificó la base para su deter­
minación. adecuando los honorarios a dicha base. Sin
embargo. el órgano judicial. en dicha resolución. no se
limitó. como hubiera sido lo procedente. a la resolución
de la pretensión que era objeto del proceso sino que
introduce una declaración que no se había solicitado
y que afecta a quienes no habían sido parte ni habran
intervenido en el mismo.

Para,el Ministerio Fiscal lo anterior' supone que el
recurrente en amparo sufre las consecuencias de la reso­
lución judicial de una manera real y efectiva sin haber
podido defenderse. pues se trata de un proceso en el
que no ha intervenido. Y ello. a pesar de que la Ley
Procesal admite en el procedimiento regulado en los
arts. 427 y 428 de la L.E.C. la audiencia de quienes
no siendo partes puedan ser interesados. única forma
de evitar posibles indefensiones.

La Audiencia no tuvo en cuenta esta posibilidad de
orr al recurrente y. por lo tanto. vulneró el derecho a
la tutela judicial efectiva consagrado en el arto 24.1 C.E.
Además. continúa el Ministerio Fiscal. cuando el actor
reaccionó frente al Auto del órgano judicial mediante
la interposición de un recurso de súplica no actuaba
de forma indebida. pues este recurso no era claramente
improcedente ni tenía finalida~ dilatoria. Como dice en
el cuerpo del recurso. se trataba de evitarlas conse­
cuencias que se derivaban de no haber podido intervenir
en el procedimiento.

10. Por providencia de 20 de febrero de 1997 se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen­
tencia el día 24 del mismo mes.

11. Fundamentos jurídicos

1. Se invoca como vulnerado en este recurso el
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) que
se habría producido en el incidente de impugnación por
excesivos de los honorarios de los· Letrados minutados
en la tasación de costas practicada como consecuenCia
de la condena a los acreedores que en un juicio universal
de quiebra habían impugnado el convenio. En este último
incidente resultaron condenados en costas dichos acree­
dores que obtuvieron. en la impugnación por excesivos
de los honorarios de los Letrados una reducción. al modi­
ficarse la cuantía litigiosa la cual fue apliéada también
al Procurador ahora recurrente como base para la fijación
de sus honorarios. El Auto de la Audiencia de 19 de
junio de 1995. que resolvió sobre la impugnación de
los honorarios de los Letrados aplicó también la modi­
ficación de cuantía de la base a los del Procurador con
la consiguiente reducción de su minuta. sin que el mismo
hubiera sido oído en el incidente. La providencia de 24
de julio de 1995 inadmitió el recurso de súplica contra
dicho Auto y en este amparo se impugnan ambas
resoluciones.

. 2. El principio de contradicción constituye una exi-
gencia ineludible vinculada al derecho a un proceso con
todas las garantías. para cuya observancia adquiere sin-
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de ME;mdizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos y don Tomás S. Vives Antón. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.988/95. interpuesto
por don Juan Bernal Ruiz. a quien representa el Pro­
curador de los Tribunales don José Luis Ortiz Cañavate
y Puig-Mauri con la dirección del Letrado don Francisco
Soler del Moral. frente a las dilaciones por él padecidas
por la inactividad del Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Arenys de Mar en el juicio declarativo de
menor cuantía núm. 98/85. Ha comparecido el Minis­
terio Fiscal. siendo Ponente el Magistrado don Rafael
de Mendizábal Allende. quien expresa el parecer de la
Sala.

l. Antecedentes

1. Don Juan Bernal Ruiz, en escrito presentado el
27 de noviembre de 1995, promovió el recurso de ampa­
ro de que se hace mérito en el encabezamiento. denun­
ciando vulneración de su derecho a un proceso sin dila­
ciones indebidas (art. 24.2 C.E.) y solicitando el pronun­
ciamiento de Sentencia en la que. declarando que tal
derecho ha sido conculcado. se ordene al titular del Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Arenys de Mar
la adopción en un plazo razonable de las resoluciones
precisas para acabar con las dilaciones padecidas por
él en el proceso y se condene a la Administración del
Estado al pago de una indemnización por las dilaciones,
cuya cuantía se determinará en período de ejecución
aquélla.

Los hechos en que el recurrente funda su pretensión
de amparo tienen origen en la demanda de juicio decla­
rativo de menor cuantía que el 25 de febrero de 1985
formalizó contra la compañía mercantil «Procos, S. A.»,
en reclamación de cantidad. El conocimiento de la
demanda correspondió, por reparto, al Juez de Primera
Instancia núm. 1 de Arenys de Mar, en cuyo Juzgado
quedó registrada con el núm. 98/85, siendo dictada
Sentencia estimatoria el 31 de julio de 1986.

El 2 de diciembre de 1986, el solicitante de amparo
se dirigió al Juez sentenciador a fin que requiriera a
la entidad condenada para que otorgase escritura pública
en los términos expresados en la Sentencia; el reque­
rimiento fue practicado pero por aquélla no se dio cum­
plimiento a lo ordenado; por ello, el 12 de enero
de 1987 interesó del Juez que procediese al otorga­
miento de oficio de aquella escritura pública.

Como quiera que surgieron determinados obstáculos
para tal otorgamiento debido a la pendencia de una ter­
cería de dominio, el solicitante de amparo, en escrito
de 7 de octubre de 1987, pidió la ejecución de la Sen­
tencia mediante la entrega de cantidad líquida, en los
términos que señalaba en su escrito. El Juez. en pro­
videncia de 6 de abril de 1989. y previo requerimiento
a la sociedad condenada. aprobó las cantidades líquidas
a entregar por ésta al actor en ejecución de la Sentencia.
para cuya efectividad éste solicitó el 11 de abril la expe­
dición de mandamiento al Notario de Calella. que una
vez cumplimentado fue aportado a las actuaciones por
él mediante escrito de 16 de febrero de 1990. Este
escrito fue proveído el 6 de mayo de 1991, en cuya
resolución se resolvió, a la vista de la documentación
presentada, requerir a la «Caja de Pensiones para la Vejez
y de Ahorros» [hoy «Caixa d'Estalvis i Pensions de Bar­
celona» (La Caixa)] a fin de que remitiese al Juzgado

la cantidad de 8.741.932 pesetas. Dicha entidad con­
testó al requerimiento mediante escrito de 20 de agosto.
poniendo a disposición del Juzgado 3.665.000 pesetas
(cantidad pendiente de desembolso de diversos prés­
tamos con garantía hipotecaria concedidos por ella a
la sociedad condenada). que serían entregadas contra
el otorgamiento de las correspondientes actas notariales.
a fin de tomar nota en el Registro de la Propiedad. El
Juez. en providencia de 16 de julio de 1992 y de con­
formidad con lo solicitado por quien ahora pide amparo
en escritos presentados el 17 de septiembre de 1991.
acordó librar dos exhortos a sendos Juzgados de Paz
para que por las personas que se citaban fuesen otor­
gadas las referidas actas notariales.

Practicados por los órganos exhortados los reque­
rimientos precisos para dar cumplimiento a lo solicitado
por el exhortante y no otorgadas las actas notariales
que eran su objeto, el Juez sentenciador, en providencia
de 22 de febrero de 1993, acordó proceder a su otor­
gamiento de oficio y, para ello, remitir al Notario los
autos. El 26 de abril. el demandante de amparo interesó
del Juez que procediese al señalamiento de día y hora
para aquel otorgamiento de oficio; como quiera que esta
solicitud no obtuvo respuesta. la reiteró en escrito de
21 de julio, en el que invocó su derecho a un proceso
sin dilaciones indebidas. El silencio judicial persistió y,
por ello, lo denunció en escrito de 27 de abril de 1995,
reiterando su solicitud de señalamiento para el otorga­
miento de oficio de las referidas actas notariales. Volvió
a denunciar la situación el 6 de septiembre del mismo
año, mediante escrito en que le interesó le fuese librado
y entregado testimonio de los tres escritos anteriores,
indicando si habían sido o no proveídos. Acto seguido
interpuso la demanda de amparo que ahora se decide.

Con posterioridad a la presentación de la demanda
de amparo, el Juez de Primera Instancia núm. 1 de
Arenys de Mar, en providencia de 28 de febrero de 1996.
requirió al demandante para que presentase «escrito-re­
sumen» del estado de ejecución de la Sentencia, dis­
tinguiendo entre fincas afectadas por la ya aludida ter­
cería de dominio y fincas o derechos susceptibles de
ejecución inmediata, a lo que dio cumplimiento en escrito
que presentó el 7 de marzo. Tras diversas incidencias.
en Auto de 10 de octubre de dicho año. el Juez dispuso
la entrega por La Caixa al ejecutante de la cantidad de
3.665.000 pesetas. previo otorgamiento de la corres­
pondiente acta notarial. realizando los señalamientos y
requerimientos precisos para ello.

2. La Sección Cuarta, en providencia de 5 de junio
de 1996. admitió a trámite la demanda, solicitando del
Juez de Primera Instancia núm. 1 de Arenys de Mar
la remisión de certificación o copia adverada de las actua­
ciones, así como el emplazamiento d.e quienes fueron
parte en el proceso para que pudieran comparecer en
éste de amparo, si les conviniere.

Una vez recibidas las actuaciones. en providencia de
31 de octubre se tuvo por personada y parte a la nueva
representación procesal del demandante por fallecimien­
to del Procurador que inicialmente le representó. dán­
dose vista de las actuaciones a las partes por plazo
común de veinte días.

3. El demandante de amparo ha evacuado el tras­
lado en escrito presentado el 29 de noviembre. en el
que. tras remitirse a los hechos ya expuestos en el escrito
de demanda y poner de manifiesto que la inactividad
judicial ha sido en este caso certificada por el propio
Juez de Arenys de Mar en su Auto de 10 de octubre
de 1996, manifiesta ser conocedor de la doctrina del
Tribunal Cónstitucional contraria a la concesión de una
reparación indemnizatoria.
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Añade, sin embargo, que sería lamentable que el
recurso de amparo concluyera con una resolución que
se limitara a reConOCer las dilaciones, pues ello obligaría,
tras diez años intentando ejecutar una Sentencia, a iniciar
un nuevo procedimiento contra la Administración para
solicitar los daños y perjuicios causados por las dila­
ciones, con lo que éstas continuarían y el demandante
de amparo no encontraría satisfacción a sus demandas.
El otro camino para conseguir la indemnización, también
largo y difícil, sería acudir ante el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos (Unión Alimentaria Sanders v/ Esta­
do español). Razona que es el momento de que el Tri­
bunal Constitucional vuelva a estudiar la cuestión y no
se conforme con una simple Sentencia declaratoria de
derechos, de modo que, yendo más allá y aplicando lo
dispuesto en el arto 55 c) LOTC.condene a la Admi­
nistración a satisfacer una indemnización por las dila­
ciones sufridas.

4. El Fiscal formuló sus alegaciones en escrito que
presentó el 4 de diciembre y en el que solicita el pro­
nunciamiento de una Sentencia estimatoria del recurso
de amparo por vulneración del derecho fundamental a
un proceso sin dilaciones indebidas. Razona que de la
doctrina del Tribunal Constitucional se deduce tal vul­
neración. No existe complejidad en el proceso ni en la
resolución judicial que se solicita al tratarse de la eje­
cución de una Sentencia firme ni tampoco cabe imputar
a alguna de las partes la causa de la dilación indebida.
lo que significa que su causa es únicamente achacable
al órgano judicial. El actor ejercitó una pretensión que
estima necesaria para la efectividad de la Sentencia y
el órgano judicial no proveyó sobre ella a pesar de los
reiterados escritos de aquél. En definitiva. el órgano judi­
cial no actuó pese a que lo que se le pidió no revestía
dificultad alguna. ya que consistía en proveer el escrito
del actor cualquiera que fuera el sentido -positivo o
negativo- del acto procesal que debía adoptar. Concluye
afirmando que. además. hay que aceptar que ha existido
la dilación denunciada porque el tiempo que ha pasado
desde el momento en que se dedujo la pretensión de
la parte hasta el momento de deducir el recurso de ampa­
ro no constituye un plazo razonable. .

5. En providencia de fecha 20 de febrero de 1997
se acordó señalar el siguiente día 24 de febrero para
votación y deliberación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurfdicos

1. La pretensión de amparo. como componente del
objeto de este proceso constitucional, contiene dos ele­
mentas distintos. en una relación de causa y efecto o.
en otras palabras. uno presupuesto del otro. Efectiva­
mente. se nos pide que declaremos la existencia de una
dilación indebida en el procedimiento para la ejecución
de la Sentencia que el aquí y allí demandante había
ganado y. una vez obtenida o emitida tal declaración.
que se restablezca la situación jurídica individualizada
mediante la indemnización de los daños y perjuicios.
como consecuencia del daño emergente -devaluación
monetaria- y el lucro. cesante -rendimientos dejados
de percibir de una cantidad de dinero retenida-. Esa
doble pretensión plantea a su vez dos incógnitas. una
compleja (comprobar si hubo retraso y si éste era jus­
tificado. o-no) y otra, no exenta de dificultades: Si es
posible en esta sede constitucional conceder la indem­
nización como una medida para reparar el derecho fun­
damental quebrantado.

2. La respuesta a la primera de tales preguntas pue­
de anticiparse ya y ha de ser necesariamente favorable.
La simple narración de lo sucedido. como se hace en
los antecedentes y se hará más adelante en esta nuestra

Sentencia. pone de manifiesto la realidad de la vulne­
ración constitucional denur...:iada. que también puede
padecerse en la fase de ejecución de Sentencia (por
todas. SSTC 155/1985 y 313/1993). Abstracción
hecha de las dificultades que fUeron surgiendo para la
ejecución. vencidas por haber reaccionado con prontitud
y diligencia el demandante y el Juez. lo cierto es que
desde el 20 de agosto de 1991 la oficina judicial tuvo
a su disposición para entregar al ejecutante la cantidad
de 3.665.000 pesetas. una parte de la que le correS­
pondía, entrega condicionada al otorgamiento de dos
actas notariales y como quiera que quienes debían hacer­
lo no lo hicieron. el Juez decidió el 22 de febrero
de 1993 hacerlo él de oficio. para lo cual el 26 de abril
el interesado solicitó el señalamiento de día y hora. peti­
ción sin respuesta que. reiterada por tres veces, siguió
sin ser atendida. hasta que. conocida la admisión de
este recurso de amparo. el Auto de 10 de octubre
de 1996 fijó a tal efecto el siguiente 4 de noviembre.
cerca de cuatro años después de ser acordada la práctica
de la diligencia y más de cinco desde la entrada del
dinero en la Secretaría.

Un retraso tal en dictar una providencia no proble­
mática ni compleja. tan simple como señalar fecha para
practicar una diligencia ya acordada. puede ser expli­
cable por la inercia burocrática de la oficina judicial pero
resulta irrazonable e inadmisible desde la perspectiva
de la marcha normal del proceso sin dilaciones indebidas,
si se tiene en cuenta el contenido que nuestra doctrina
ha dado a ese concepto jurídico indeterminado. siguien­
do los criterios objetivos establecidos por el Tribunal
Europeo de Derechos Humanos (SSTC 36/1984,
223/1988.81/1989. 10/1991. 69/1993. 711995 y
180/1996). La simplicidad de la actuación judicial demo­
rada.la diligente conducta de la parte y la imposibilidad
de justificar el retraso por deficiencias estructurales o
funcionales del órgano judicial (SSTC 36/1984,
197/1993y 35/1994) hacen que merezca la califica­
ción de indebido.

3. Una vez comprobado que en el proceso hubo
dilaciones indebidas y por ello constitucionalmente
reprochables. queda por despejar la segunda del par
de incógnitas planteadas en la demanda, a saber, si es
viable. o no. la pretensión de conseguir de nosotros una
indemnización de daños y perjuicios por los sufridos
como consecuencia del retraso padecido en la ejecución
de la Sentencia ganada. No es ésta la primera vez que
se suscita tal cuestión en esta sede y. una vez más,
la respuesta ha de ser no. por mor de la separación
de las jurisdicciones constitucional y ordinaria. que
actúan simétricamente en dos planos del ordenamiento
jurídico. el de la constitucionalidad y el de la legalidad.
Pues bien. el derecho a recibir indemnización por las
dilaciones indebidas. como una manifestación del fun­
cionamiento anormal de la Administración de Justicia,
arranca directamente de la Constitución (art. 121) pero
se configura en la Ley Orgánica del Poder Judicial (arts.
292 y siguientes) y. en definitiva. no es por sí mismo
directamente invocable en la vía de amparo.

Este Tribunal Constitucional carece de jurisdicción
para ello. dado que la indemnización que se pide tiende
a conseguir el resarcimiento. la compensación o la repa­
ración con carácter sustitutorio. Por tanto, no aparece
comprendida entre los pronunciamientos que pueden
y deben en su caso contener las Sentencias de amparo
y su declaración se defiere a la jurisdicción ordinaria
en un caso particular (art. 58 LOTe) cuya ratio o razón
de ser es extensible a la entera institución. En estas
o en otras palabras lo hemos dicho en muchas oca­
siones (SSTC 85/1990 y 139/1990 donde se citan
otras: 37/1987. 50/1989 y 81/1981. así como
el ATC 29/1983).
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Por otra parte, el derer,ho a la indemnización de los
daños y perjuicios exige la concurrencia de una serie
de factores. En el esquema de este concepto, el primero
y principal de sus elementos estructurales es la lesión
patrimonial equivalente por su contenido a cualquier
daño o perjuicio, en la doble modalidad, clásica desde
la antigua Roma, del lucro cesante o del daño emergente.
Ahora bien, no es suficiente el menoscabo económico,
factor material. sino que se requiere simultáneamente
la concurrencia de otro factor cualificativo, consistente
en que sea antijurídico y, por lo tanto, el afectado o
la víctima no tenga el deber de soportarlo. En definitiva,
la lesión se define como un daño ilegítimo. En otro plano
ha de situarse el vínculo entre la lesión y el agente que
la produce, entre el acto dañoso y la Administración
que sea su autora y por tanto implica la necesidad de
que pueda serie imputado o atribuido. en su actuación
propia, como Poder y en el uso de sus potestades públi­
cas. Esta conexión, a su vez, puede contemplarse desde
la perspectiva de la relación de causalidad entre el hecho
o acto imputable y la lesión inferida. La determinación
de esos elementos, salvo uno, ha de producirse en el
plano de la legalidad y, por ello, es competencia privativa
de los Jueces y Tribunales (o del Poder Judicial). A noso­
tros tan sólo nos corresponde aportar uno de estos com­
ponentes, la ilegitimidad, por derivar directamente, en
este caso, de la transgresión de una norma de la Cons­
titución donde se configura un derecho fundamental.
o dicho en otras palabras, la calificación como «indebida»
de la dilación. En este sentido ha de ser entendida nues­
tra conclusión de que cuando este Tribunal comprueba
la existencia de dilaciones indebidas, su declaración pue­
de servir de «título» para acreditar el funcionamiento
anormal de la Administración de Justicia (STC 35/1994),
como fundamento para el ejercicio de las acciones opor­
tunas si las hubiere. El nuestro, no es, por tanto, un
pronunciamiento simbólico, desprovisto de eficacia prác­
tica. desde el momento en que constituye el presupuesto
del derecho a la indemnización de daños y perjuicios,
como indica nuestra STC 36/1984.

Bien es verdad que tan clara e inequívoca línea juris­
prudencial. y consolidada como doctrina constitucional,
parece haber sido quebrada por la Sala Primera de este
Tribunal en una reciente Sentencia, la 180/1996, donde
se reconoce al agraviado el derecho a sEilr indemnizado
por el Estado, aun cuando condicionalmente, «en su
caso», defiriendo por lo tanto la eficacia del pronuncia­
miento al Juez común. No hay tal contradicción, pues,
si se repara por otra parte en la fundamentación jurídica
de tal declaración, que reside en la imposibilidad de la
restituto in integrum, lo que no se da en el caso presente,
donde el propiQ Juez ha hecho cesar la dilación y la
solicitud de indemnización, más que a restablecer al
recurrente en la integridad del derecho fundamental vul­
nerado, se endereza a obtener reparación por los daños
y perjuicios que se le hayan causado a consecuencia
de aquélla. Pór lo dicho y en conclusión, nuestro pro­
nunciamiento ha de limitarse a declarar la existencia
de dilaciones indebidas que menoscaban el derecho fun­
damental a una efectiva tutela judicial. sin que sea nece­
saria la adopción de medidas conducentes a su cesación
y a la reanudación del procedimiento por haberse pro­
ducido ya, una vez que en el Auto de 10 de octubre
de 1996 se fijaron día y hora para el otorgamiento de
las actas notariales.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

BOE núm. 78. Suplemento·

Ha decidido

Estimar parcialmente el presente recurso de amparo
y, en consecuencia,

1.° Declarar que el derecho del recurrente a un pro­
ceso sin dilaciones indebidas ha sido vulnerado.

2.° Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticuatro de febrero de mil nove­
cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do Garda-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Tomás S.
Vives Antón.-Firmados y rubricados.

Voto particular que formula el Magistrado don Fernando
García-Mon y González-Regueral a la Sentencia dictada

en el recurso de amparo 3.988/95

De la doble pretensión ejercitada en este recurso de
amparo y que recoge la Sentencia en su primer fun­
damento -existencia de dilaciones indebidas en el curso
del procedimiento y reparación de sus efectos lesivos
mediante la correspondiente indemnización-, el fallo
reconoce y declara en su primer pronunciamiento que
se ha vulnerado al recurrente su derecho a un proceso
sin dilaciones indebidas, y se limita en el segundo a
"desestimar el recurso en todo lo demás».

A mi parecer, este segundo pronunciamiento, para
satisfacer en parte lo solicitado por el recurrente en orden
a la indemnización por él pretendida y para dotar a nues­
tra Sentencia de la máxima efectividad que permiten
los arts: 41.3 y 55.1 de la LOTC, ha debido otorgarle,
en línea con la STC 180/1996, de 12 de noviembre,
el derecho a la indemnización con cargo al Estado por
el funcionamiento anormal de la Administración de Jus­
ticia que está prevista en el arto 121 C.E. y regulada
en los arts. 292 y 293 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial.

He de aclarar desde el primer momento, para evitar
efectos que pudieran resultar contraproducentes al
recurrente en su pretensión indemnizatoria, que la omi­
sión por la Sentencia del pronunciamiento expreso a

. que me refiero, no equivale en modo alguno a que «la
desestimación del recurso en todo lo demás» prive al
recurrente de la reparación a que puede y debe conducir
la declaración contenida en el pronunciamiento primero.
Si esta declaración reconoce la vulneración de un dere­
cho fundamental y si su causa se debe -como se razona
en la Sentencia- al funcionamiento anormal de la Admi­
nistración de Justicia, es claro que con base en ella podrá
el recurrente ejercitar las acciones que sean procedentes
para obtener por la vía que corresponda y frente a quien
corresponda, la reparación del derecho cuya lesión reco­
noce la Sentencia.

Ahora bien, el hecho de que el pronunciamiento
desestimatorio que contiene nuestra Sentencia no prive
al recurrente de las posibles consecuencias reparadoras
por él solicitadas, no me parece suficiente para eludir
un problema que se presenta con frecuencia ante este
Tribunal y que creo debemos ir atendiendo con mayor
efectividad en nuestras resoluciones. Me refiero a los
'efectos y alcance que debe producir en un recurso de
amparo la declaración de haberse producido dilaciones
indebidas en un determinado proceso. Me parece con­
veniente a estos efectos apuntar simplemente dos
consideraciones:

1.a No cabe hacer ni tener por consolidada una doc­
trina general. La naturaleza propia del recurso de amparo
requiere examinar caso por caso y arbitrar la solución
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6812más apropiada al caso conc!~to que se ~es~elve. Pre­
cisamente por ello he de cenlrme a las dllacl?nes que
han motivado este recurso y que la Sentencia recoge
así en el fundamento 2.°:

«Lo cierto es que desde el 20 de agosto de 1991
la oficina judicial tuvo a su disposición para entregar
al ejecutante la cantidad de 3.665.000 pesetas, una par­
te de la que le correspondía, e!1trega condicio.nada al
otorgamiento de dos actas notar~a!es y como qUiera ~~~
quienes debían hacerlo no lo hicieron, el Juez decid10
el 22 de febrero de 1993 hacerlo él de oficio, para lo
cual el 26 de abril el interesado solicitó el señalamiento
de día y hora, petición sin respuesta que, reiterada I?or
tres veces, siguió sin ser atendida, hasta que, conocida
la admisión de este recurso de amparo, el Auto de 10
de óctubre de 1996 fijó a tal efecto el siguiente 4 de
noviembre, cerca de cuatro años después d~ ser acor­
dada la práctica de la diligencia Y,más de CinCO desde
la entrada del dinero en la Secretaria...

2.8 Las consecuencias lesivas que para el recurrente
ha significado el dilatado retraso en percibir. la cariti~ad

que se le debía, son tan claras que no .nece~!tan una JUS­
tificación especial. Pese a ello, su c~antlflcaclon y. su otor­
gamiento directo no es competencia de este Trlbun.al.. y
así se dice en la Sentencia con apoyo en nuestra juns­
prudencia; pero sí lo es, como dijimos en la STC 36/19.~4
(fundamento jurídico 4.°), que el derecho a la reparaclon
del perjuicio «ha de ser declarada por nosotro~)? Y es esta
declaración expresa que resulta de la con~xlon entre la
vulneración del derecho fundamental producida por el anor­
mal funcionamiento de la Administración de Justicia Y las
consecuencias que de esa vulnerac.ión está,:! expresamente
previstas .en .el art 121 de la propia CO.~stltuclón, las que,
en mi Crlteno, y con base en la funclon de restablecer
los derechos fundamentales lesionados que corresponde
a este Tribunal (arts. 41.3 y 55.1 LOTC), han debido lle­
varnos no a «desestimar. el recurso en todo lo demá:;..
como se hace en el pronunciamiento 2.° de la Sentencia,
sino a reconocer en él el derecho del recurrente a ser
indemnizado de los perjuicios que se le han irrogado y
que, por el cauce que determina el arto 293 de la LO.P.J.,
puede obtener con cargo al Estado. SI este precepto regula
la forma de obtener la previa decisión judicial para que
los perjuicios derivados del error judicial p~e~él:n ~r repa­
rados cuando éstos deriven no de error JudiCial sino del
anorr~al funcionamiento de la Administrac!ón de Justic~a,
esa previa resolución judicial quedél: cumplidamente ~atls­
fecha por la Sentencia de este Tribunal que, al estimar
vulnerado el derecho fundamental. puede y debe declarar
el derecho a su reparación. . .

En definitiva, mi criterio sostenido en el debate y. refle­
jado ahora en este voto, es el de que, lejos de conSiderar
que la STC 18b/1996, ~e 12 de. noviembre, r~pr~senta
un caso aislado que pudiera conslderars~ no cOincidente
con nuestra jurisprudencia, hemos debido arrancar de
él y considerarlo un paso más que, avanzando en la
doctrina de las SSTC 36/1984, 5/1985, 128/1989,
215/1992 Y35/1994, nos permita, sin desbordar nues­
tra competencia, hacer más efectiva y real la tutela que
hemos' de prestar a los derechos fundamentales de los
ciudadanos. .

De ahí que, con el mayor ~espeto a I~ opin~ón de
la mayoria, disiento de los términOS dese~tlmatonos del
pronunciamiento segundo de la Sentencia, que, en mi
opinión, ha debido restablecer al rec~mente .en ~! dere­
cho vulnerado, reconociéndole que la Indemnlzaclon pre­
vista en el arto 121 C.E. puede ejercitarse por el pro­
cedimiento previsto en el arto 293 de la L.O.P.J.

Madrid veinticuatro de febrero de mil novecientos
noventa y' siete.-Fernando García-Mon y González-Re­
gueral.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 34/1997, de 25 dé
febrero de 1997. Recurso de amparo
núm. 3.248/1992. Contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de Badajoz recaída en
recurso de apelación y la del Juzgado ~~f1}.
3 de esa capital dictada en autos de JUICIO
de cognición. Vulneración del der.echo. a. la
tutela judicial efectiva: incongruencia omlslva.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Pedro Cruz Villalón, don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, y don Pablo García Man-
zano, Magistrados, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.248/92, promovido
por don Manuel y don Juan Sánchez Domínguez, repre­
sentados por la Procuradora de los Tribunales doña ~aría .
Amparo Alonso de León y asistidos del Letrado d<;>n Ricar­
do Suárez-Bárcena de Llera, frente a Sentencia de la
Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Badajoz,
de 9 de diciembre 1992, recaída en el recurso de ape­
lación núm. 402/92 y la del Juzgado núm. 3 de esa
capital dictada en los autos de juicio de cognición
núm. i 30/92. Han intervenido el Ministerio Fiscal y la
sociedad mercantil «Hispamer Leasing, S. A... (antes
denominada «Uninter Leasing S. A...), representada por
el Procurador de los Tribunales don Miguel Sánchez
Masa y asistida por el Le~rado don Fernando Garcí~ So,le.
Ha sido Ponente el Magistrado don Pedro Cruz VillaIon,
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el día 28 de diciembre de 1992,
don Manuel 'y don Juan Sánchez Domínguez interpu­
sieron recurso de amparo constitucional. formulando la
correspondiente demanda, .fren.tea la. S~ntencia d~ la
Sección Segunda de la AudienCia ProVinCial de Badajoz,
dictada en el recurso de apelación núm. 402/92, que
confirmaba la del Juzgado de Primera Instancia núm. 3
de esa capital. de 2 de octubre de 1992, reca!da en
el juicio de cognición 130/92, sobre reclamaCión de
cantidad en concepto de costas procesales.

2. Para la resolución del recurso deben tenerse en
cuenta los siguientes antecedentes de hecho:

a) Ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
Badajoz, a instancia de «Hispamer Leasing, S. A. .., se
siguió juicio ejecutivo contra. los ahora recurre,:,tes en
amparo, dictándose Sentencia de remate que Impuso
las costas a los ejecutados. Al procederse a la co~res­
pondiente tasación de costas, el Letrado que actuo en
defensa de la actora formuló minuta por cuantía de
258.901 pesetas, que fue impugnada por los deman­
dados por entender que no estaba sufi,?ientement.e deta­
llada, lo que di.o lugar a Auto que, estlmand.~ la I~pug­
nación acordó excluir tal minuta de la tasaclon, Sin per­
juicio del derecho a reclama~ en la vía decl~!ativa ordi­
naria. Este Auto fue recurndo en apelaclon a~te la
Audiencia Provincial por la parte demandante, Siendo
confirmado por otro en el que, igualmente, se hacía cons­
tar la procedencia del juicio declarativo para la recla­
mación de dichos honorarios y condenaba al pago de
las costas de esa apelación a la apelante. La Audiencia
abrió de oficio el trámite para la tasación de costas de


